


En el proceso de ampliación y consolidación
de un sistema internacional de derechos
humanos, la humanidad registró una victoria
histórica el pasado 13 de septiembre de 2007,
con la aprobación de la Declaración de
Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas1, tras 22 años de diálogo y
negociación.

El documento, que contó con el voto favora-
ble de 143 países miembros de la ONU, cuatro
en contra (Estados Unidos, Canadá, Nueva
Zelanda y Australia) y 11 abstenciones, esta-
blece parámetros mínimos en el compromiso
de la comunidad internacional con la protec-
ción de los derechos individuales y colectivos
de los pueblos indígenas.

En su contenido abarca una gama de temas
como la identidad, la autodeterminación, la
territorialidad, el patrimonio cultural, la
adopción de sus sistemas propios de educa-
ción, justicia y salud, el derecho a decidir
sobre el tipo de desarrollo, el consentimiento
propio, libre e informado, los medios de infor-
mación y comunicación, entre otros aspectos.

Aunque en algún momento, por los cambios
introducidos en el último tramo de las nego-
ciaciones, una diversidad de organizaciones
indígenas cuestionó su tratamiento, la apro-
bación ha desencadenado un sentimiento de
júbilo generalizado entre los pueblos indíge-
nas.  "Por la victoria histórica de los Pueblos
Indígenas del Mundo", precisamente fue la
denominación que le dio el presidente bolivia-
no Evo Morales Aima, el primer presidente
autóctono del continente, al Encuentro
Mundial que convocó del 10 al 12 de octubre
2007.

"Saludamos la aprobación de la Declaración de
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas, que es esencial para su
supervivencia y bienestar de los mas de 370
millones de indígenas, en alrededor de 70 paí-
ses del mundo.  Luego de más de veinte años
de lucha, da respuesta a nuestra demanda his-
tórica de libre determinación de los pueblos y
el reconocimiento de los mismos y los dere-
chos colectivos", expresa el Mandato que
emanó en este evento.

El presidente Evo Morales, en esta oportuni-
dad, llamó a los parlamentos latinoamerica-
nos a aprobar de forma inmediata la
Declaración de los Derechos Indígenas. En
este mismo sentido exhortó al Parlamento
Indígena de América a asumir la Declaración
como un "instrumento para reivindicar la dig-
nidad de los padres y abuelos fundadores" y a
emprender la "titánica labor de ir  Congreso
por Congreso a cada país para hacer que el
documento sea ratificado por cada uno de los
países", como ya lo hizo Bolivia.

Aunque la Declaración de Derechos Indígenas
no es jurídicamente vinculante tiene una
indudable fuerza moral y política y puede
contribuir  a la lucha contra el racismo, la dis-
criminación y la pobreza.

Con el propósito de establecer acuerdos bási-
cos que permitan formular un "Plan
Estratégico para la aplicación de la
Declaración sobre los Derechos de los Pueblos
Indígenas", la Confederación de
Nacionalidades Indígenas del Ecuador
(CONAIE) organizó en Quito una Conferencia
Internacional, del 16 al 18 de diciembre 2007,
cuyas ponencias centrales recogemos en esta
entrega para socializar un debate que se per-
fila intenso.
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1 El texto de la Declaración ver en:
http://alainet.org/active/19631&lang=es
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El 10 de diciembre de 1948, la Organización
de Naciones Unidas aprobó la "Declaración
Universal de los Derechos Humanos" ante la
necesidad urgente de proteger y hacer res-
petar dichos derechos desde su carácter
individual.  Aunque esta Declaración no fue
aprobada por consenso absoluto, actual-
mente es el paradigma de principios que
rige las normas nacionales y del derecho
internacional. En su oportunidad, nadie
discutió o puso en duda el valor moral,
político y humanitario de dicho instrumen-
to; ningún gobierno ni persona manifestó
resistencia para ponerla en práctica, y por
la mera voluntad de los Estados, se ha con-
vertido en el instrumento madre de los
demás.

El 13 de septiembre de 2007, 59 años des-
pués, la misma organización mundial apro-
bó por votación la "Declaración de
Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas", tras aproximadamente

Declaración de Naciones

Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos Indígenas:

Contenido y
alcances

Juan León

¿Cuántos son?
En América Latina y el Caribe existirían
671 pueblos indígenas reconocidos por
los Estados, según un estudio de la
Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL).1 No hay una-
nimidad de criterios en lo que respecta al
total de la población indígena.  La misma
CEPAL, en base a los datos de los cen-
sos nacionales del año 2000, estima que
habría un total de 30 millones de indíge-
nas, sin embargo otras fuentes señalan
que serían entre 40 y 50 millones.

Cabe indicar que en los censos naciona-
les, a través de la historia, se han adop-
tado diversos puntos de vista para medir
a la población indígena.  Hasta antes de
1980 muy pocos países incluían pregun-
tas de identificación étnica, como lengua
y rasgos culturales, pero hacia el año
2000 se introdujeron criterios de auto-
identificación indígena más acordes con
el criterio de que los pueblos indígenas
son sujetos de derechos.

Los países con mayor población indígena
en América Latina serían Perú, con apro-
ximadamente 8.5 millones personas,
México (6,1 millones), Bolivia (5 millones)
y Guatemala (4,6 millones), según la
CEPAL En segundo lugar, se encuentran
los países cuya población indígena fluc-
túa entre 500.000 y un millón de perso-
nas (Brasil, Colombia, Chile, Ecuador,
Venezuela).  Y por último estarían los
que no superan los 500.000 (Argentina,
Costa Rica, El Salvador, Honduras,
Nicaragua, Panamá, Paraguay y
Uruguay).

Si se compara la población indígena con
la población total de un país, Bolivia, con
62% de población indígena, Guatemala,
con un 41%, y Perú, con un 32%, ocupan
los primeros lugares.  El caso de Ecuador
merece ser mencionado, pues las organi-
zaciones indígenas consideran que la
cifra del 6,8 % que arroja el censo de
2000 subestima a la población indígena
alcanzaría el 35 % del total de la pobla-
ción ecuatoriana.

1 CEPAL (2006) Panorama Social de América
Latina, Santiago de Chile



20 años de intensos debates y de discusión en
diversos órganos de dicha organización.

A la luz de los propios principios universales
que rigen la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, la Declaración sobre
Derechos de los Pueblos Indígenas tiene la
misma igualdad y paridad política, jurídica y
moral. Hasta se parecen en las condiciones en
que fueron aprobadas, es decir por el mecanis-
mo de votación. Sin embargo, últimamente,
algunos Estados, algunos "analistas", y hasta
algunos indígenas han tratado de desacreditar
el contenido y los alcances de dicha
Declaración, argumentando que no tiene valor
ni legitimidad, dado que, según ellos, carece
de carácter vinculante. Con ello se intenta
crear distintos niveles de instrumentos: unos
de primera y otros de segunda categoría.  Por
consiguiente, debemos trabajar intensamente
para evitar cualquier justificación que desme-
rite o deslegitime su contenido.

"La vida para nosotros es un todo"

La visión de los pueblos indígenas sobre nues-
tros derechos es una teoría y práctica integral
e interrelacionada; por ello, fue muy difícil al
principio, entender y aceptar que la declara-
ción se dividiera en apartados y artículos. Por
ejemplo, hablar del derecho a la vida indivi-
dual y colectiva, encierra, comprende y
alcanza a todos los demás derechos. No pode-
mos separar la vida de la situación económi-
ca, de la alimentación, de la producción, de
la espiritualidad, entre otros, sino que es un
todo. Esta visión y esta práctica es muy
importante seguir manteniendo e impulsando
en todos los espacios posibles, no obstante
que el texto que tenemos hoy día está dividi-
do en apartados. No se puede dar cumpli-
miento a un derecho y a otros no. La vida para
nosotros es el todo.

Seguramente y como cosa normal, ocurre en
la realidad, existen muchas personas que
estamos de acuerdo con lo que se ha logrado
en el instrumento, pero otras no por la diver-
sidad de criterios; sin embargo, lo más impor-
tante es plantear que la Declaración es otro
instrumento que se suma a muchos más; y
aunque es instrumento inicial o base de nues-

tros derechos, viene a fortalecer a todos los
pueblos indígenas del mundo y a sugerir accio-
nes a los propios Estados para el pleno reco-
nocimiento y respeto a nuestros derechos. Por
ello sería muy conveniente seguir tomando en
cuento todo el conjunto de instrumentos que
existen sobre derechos de los pueblos indíge-
nas, tanto a lo interno como a lo externo, de
manera que se complementen en su cumpli-
miento y sean nuestra guía para avanzar en la
construcción de nuestro futuro.

Tomar la Declaración como un instrumento en
proceso y no como un instrumento acabado,
nos permite visualizar a corto, mediano y
largo plazo la necesidad de seguir planteando
la elaboración de otros instrumentos naciona-
les e internacionales que sirvan para ampliar
y asegurar el contenido de la misma
Declaración, e incluso retomar otros derechos
que no fueron incluidos en ésta, por diversas
circunstancias.

Derechos reconocidos 

Desde mi opinión, el contenido de la
Declaración recoge la mayoría de derechos
planteados por los pueblos indígenas, sin que
ello signifique que hayan sido plasmadas o
recogidas en su plenitud las propuestas de
redacción indígenas, pero esa es la conse-
cuencia de "jugar en cancha ajena". El texto
fue motivo de intenso debate entre represen-
tantes indígenas y de gobiernos. En algunos
momentos hubo mucha tensión en las nego-
ciaciones.

Trataré de hacer un resumen del texto, sin
perjuicio del contenido total de dicho instru-
mento: 

Se reconocen a los pueblos indígenas como
iguales a todos los demás conforme al derecho
internacional, en la misma equidad jurídica
como persona individual y colectiva, sin dis-
criminación alguna. Se reconoce su status
como "Pueblos" en condiciones de igualdad
que todos los demás pueblos, incluyendo su
derecho a la "Libre Determinación" que es el
derecho de determinar libremente su condi-
ción política y perseguir libremente su des-
arrollo económico, social y cultural.
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Al respecto, éste fue uno de los artículos que
estancó el proceso de aprobación de la
Declaración, ya que algunos Estados argumen-
taban que a los pueblos indígenas no se podría
reconocer el derecho a la libre determinación
porque podrían poner en riesgo la integridad
territorial y unidad política de los Estados. De
hecho, éste fue el argumento para incorporar
en el art. 46 un párrafo de compromiso de
garantizar dicha unidad política e integridad
territorial, con el fin de que fuera aprobado
por la Asamblea General de la ONU. La posición
de los representantes indígenas fue oponerse a
esta mención, pero en aras de obtener el ins-
trumento, dado que se corría el riesgo de un
estancamiento indefinido, se tuvo que aceptar. 

Este servidor y otros indígenas han sido del
planteamiento, que nadie puede negar el
derecho a la libre determinación a un pueblo
indígena si quiere llegar a la separación de un
Estado, y si lo hace, utilizará otros instrumen-
tos internacionales que la misma ONU recono-
ce. También existe la tesis que en la medida
que los Estados actuales cumplen con sus obli-
gaciones de garantizar el respeto y ejercicio
de los derechos de los pueblos indígenas, en
esa medida se verá fortalecida su unidad polí-
tica y su integridad territorial.

Para seguir con la mención de otros derechos
reconocidos, está el de la autonomía y el del
autogobierno que deberán ser reconocidos en
la teoría y en la práctica por los diversos
Estados, como entes administrativos y políti-
cos de una nueva composición de estructura
de gobierno para un Estado plural, pluricultu-
ral, plurilingüe y plurinacional. 

Otros derechos son el no sufrir actos de per-
secución ni actos de genocidio; a no ser obje-
tos de asimilación forzada ni desplazamiento
obligatorio de sus tierras o territorios; el
derecho a una nacionalidad conforme a su
pueblo o nacionalidad; también tienen el de
reforzar, practicar, revitalizar su identidad,
historia, educación, cultura, espiritualidad,
conocimientos, sistemas propios, entre
muchos elementos; asimismo tienen derecho
a la reparación por parte de los Estados o
gobiernos de diversos aspectos, por ejemplo,

en las prácticas ceremoniales, en la usurpa-
ción de tierras y territorios, en otros daños y
perjuicios realizados contra dichos pueblos.

También tienen derecho a construir, fortale-
cer y dirigir sus propias instituciones políticas,
de autogobierno, de salud, educación, de
aplicación de justicia, conforme a sus estruc-
turas de gobierno, pensamiento y cosmovi-
sión. Tienen derecho a sus propios medios de
comunicación y a la participación en los
demás medios masivos.

Sumamente importante es mencionar que se
reconoce el derecho a la consulta a los pueblos
indígenas o a sus representantes por parte de
los Estados o gobiernos, para el consentimien-
to, previo, libre e informado, lo que contribu-
ye a que los pueblos indígenas sean realmente
sujetos de las decisiones políticas, económi-
cas, legislativas macros o regionales.  Permite
a los pueblos pasar de un estado pasivo y usur-
pado a una situación activa y decisiva.

Se reafirma el derecho que tienen los pueblos
indígenas a sus tierras, territorios y recursos
naturales que han poseído o han adquirido o
ocupado. Se reconoce su derecho a poseer,
utilizar, desarrollar y controlar los mismos.
Este principio se vuelve sumamente estratégi-
co frente a las adversidades que afrontaron y
siguen enfrentando nuestros pueblos ante la
voracidad de entes ajenos (privados y públi-
cos; nacionales e internacionales) a las comu-
nidades, que han sido despojadas de diversas
formas de sus pertenencias en el pasado y en
el presente.

Se establece el derecho a la seguridad jurídi-
ca de las tierras, territorios y recursos natura-
les, conforme a las leyes propias, estructura
organizativa, costumbres, cosmovisión, cultu-
ra, normas intrínsecas a los pueblos indígenas.
Esto significa que a los pueblos indígenas se
abre otro camino para la protección de sus
bienes y propiedad que hasta el momento se
encuentran desprotegidos.

Se establece el derecho de los pueblos indíge-
nas a su propiedad intelectual; a mantener,
controlar, proteger y mantener el patrimonio
cultural; los conocimientos tradicionales, las
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expresiones tradicionales y las manifestacio-
nes de las ciencias, tecnologías, entre otros.

Se establece que tienen derecho al diseño e
implementación de su propio desarrollo econó-
mico, político y social, en el sentido de definir
sus prioridades acorde a su identidad, cosmo-
visión, cultura, educación y otros factores
importantes. También se reconoce su derecho
a todos los beneficios económicos, sociales,
educativos, jurídicos que provee el Estado.
Esto hace que los Estados deban redefinir sus
políticas públicas en materia de atención y res-
peto a los derechos de los pueblos indígenas.

Por último es importante resaltar que la
Declaración beneficia a todos los miembros y
sectores que conforman los pueblos indíge-
nas: mujeres, niños, jóvenes, ancianos, entre
otros. Asimismo beneficia a otros sectores y
agrupaciones de la sociedad de un determina-
do país y del mundo.

Algunos alcances de la Declaración
Revoluciona y evoluciona el derecho interno e
internacional

Desde el momento en que se inició el debate
de un proyecto de declaración sobre derechos
de los pueblos indígenas en la ONU, así como,
la movilización política, la reivindicación y el
planteamiento interno de los propios pueblos,
ha tenido resultados de ciertas transformacio-
nes en las legislaciones nacionales, en las
constituciones políticas y en espacios de
debate en el plano internacional. Hace 50
años, por ejemplo, era impensable hablar de
derechos de pueblos indígenas, más bien se
hablaba de la integración, asimilación forzosa
y la occidentalización de los mismos. Hoy
estamos en el inicio del proceso de construc-
ción de nuevas leyes, nuevas instituciones y
constituciones; incluso en algunos países del
mundo, se están configurando nuevos
Estados, en los que se plantean retos para la
configuración de novedosas divisiones políti-
cas-administrativas, así como de la creación
de pensamientos doctrinarios renovados,
incluyentes, plurales y respetuosos de la
diversidad de identidades y de nuevas formas
de hacer política desde la visión indígena.

Cada país del continente americano está en
evolución legislativa. Cada uno a su propia
velocidad y conforme a sus condiciones inter-
nas, además, conforme del que hacer del
movimiento indígena. Con los enunciados de
la Declaración y con los compromisos asumi-
dos por los Estados, seguramente que acelera-
rá varios procesos internos y externos.

A nivel mundial se han abierto muchos espa-
cios donde se debaten políticas macros, tanto
de agencias intergubernamentales como de
agencias de cooperación para adecuarse a los
cambios que exigen los derechos de los pue-
blos originarios. Existen varios foros y figuras
en el marco de las Naciones Unidas, así como
en foros regionales y definitivamente se está
gestando un nuevo marco del derecho interna-
cional con el solo hecho de la aprobación de la
Declaración. Ojalá que los pueblos indígenas
no nos quedemos solo con dicha Declaración,
sino que vayamos perfilando la creación de
otros instrumentos en el futuro mediato.

Derechos individuales (derechos humanos) y
derechos colectivos (derechos de los pueblos indí-
genas)

El contenido general de la Declaración es
sobre derechos individuales y colectivos de los
pueblos indígenas. Como se dijo con anterio-
ridad, hasta el momento, toda la legislación
nacional e internacional se había desarrollado
sobre el individuo. Con el reconocimiento de
Naciones Unidas sobre los derechos de los
pueblos indígenas se introduce el derecho que
tienen las colectividades, los "Pueblos", que
no es el sinónimo de "derechos de tercera
generación". Por primera vez en la historia de
la humanidad se introduce un nuevo comple-
mento del Derecho Internacional: la colectivi-
dad. Ese es el valor fundamental y distinto
que tiene nuestra Declaración y con base a
ello se deberá realizar los cambios necesarios,
en lo jurídico y lo político. A la vez queda el
reto de impulsar acciones tendientes a supe-
rar la costumbre y el adoctrinamiento de que
solo existen derechos individuales. No. Ahora
también existen derechos colectivos.
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implementación, monitoreo y evaluación de
los programas de población, desarrollo y
ambiente que les afecta; asegurarles servicios
de población y desarrollo y tomar en cuenta
factores sociales y económicos que afectan a
dichos pueblos indígenas.

Declaración de la ONU sobre los derechos de los
pueblos indígenas

Fue elaborado por el Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas y aprobado por la
Subcomisión de Prevención de
Discriminaciones y Protección a las Minorías
en la Resolución 1994/45 del 26 de agosto de
1994.

Después de 21 años de intensos trabajos del
movimiento indígena en la Primera Sesión del
Consejo de Derechos Humanos (CDH) de la
ONU en 2006 se aprobó.  (Resolución
A/HRC/1/L.3) Es un Instrumento
Internacional de connotación política, que
sirve para avanzar en el Reconocimiento,
Promoción, Protección de los Derechos
Humanos Individuales y Colectivos de los
Pueblos Indígenas.

Algunas implicaciones derivadas de la
adopción de la Declaración

Afirma que los Pueblos Indígenas tienen dere-
chos individuales y colectivos que son consis-
tentes con el marco internacional de
Derechos Humanos.

Establece las bases mínimas al nivel interna-
cional para la protección, respeto y ejercicio
de los derechos humanos y libertades funda-
mentales de pueblos indígenas.

Constituye la medida para valorar la aplica-
ción y/o establecimiento de leyes, políticas y
programas en relación con pueblos indígenas
en diversos niveles.

Los órganos, fondos y programas de Naciones
Unidas en los ámbitos globales, regionales y
locales deberán asegurar que la Declaración
se constituye en su guía y herramienta princi-
pal en sus acciones que impactan sobre pue-

blos indígenas.

La Declaración se constituye en el marco y la
base para el trabajo del Foro Permanente
sobre cuestiones indígenas en la ONU, el tra-
bajo del Relator Especial sobre Derechos
humanos y libertades fundamentales de los
pueblos indígenas.

La Declaración debe servir de base para las
relaciones entre los pueblos indígenas y los
Estados para hacer realidad el Plan de Acción
de la Segunda Década Internacional de los
Pueblos Indígenas.  En el Plan de Acción de la
Segunda Década aprobada por la Asamblea
General en 2004, se hace un llamado a los
Estados para revisar las legislaciones naciona-
les a fin de eliminar aspectos discriminato-
rios, para lo cual se invita a que se haga con
la participación indígena.  Entre las acciones
recomendadas está que las legislaciones
hagan referencia explícita a los pueblos indí-
genas, que los gobiernos deberían considerar
los sistemas tradicionales de administración
de justicia conforme a la legislación interna-
cional de derechos humanos.

La Declaración se constituye de igual manera
en el referente para avanzar en los procesos
de discusión de instrumentos de derechos
humanos sobre pueblos indígenas en el
Sistema Interamericano (OEA).  La Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha des-
arrollado una innovadora jurisprudencia en
materia de derechos humanos indígenas desde
hace pocos años, al amparo de la Convención
Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre.  Un caso emblemático es el de la
Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni con-
tra Nicaragua (2001).  La sentencia de la
Corte concluye que el Gobierno de Nicaragua
violó los derechos de la comunidad indígena al
otorgar una concesión para explotación fores-
tal dentro de su territorio tradicional sin el
consentimiento de ésta y sin atender a sus
demandas de titulación de su territorio ances-
tral.  La Corte Interamericana de Derechos
Humanos ha fallado en sentido semejante en
varios otros casos, mientras que la Comisión
se ocupa cada vez más de denuncias y recla-
mos presentados por los pueblos indígenas.

11

22 enero 2008



Por lo demás, la Organización de Estados
Americanos aún no se ha puesto de acuerdo
en un proyecto de Declaración de los
Derechos de los Pueblos Indígenas que está
siendo considerado desde 1989.

La Declaración constituye una herramienta
que puede contribuir a mejorar la coopera-
ción y asociación para asegurar que todas las
personas, independientemente de su origen
étnico, creencias o género, son efectivamen-
te iguales, respetados y cuentan con iguales
oportunidades para desarrollarse.  Su imple-
mentación requerirá que los organismos de
cooperación internacional revisen y hagan
ajustes a sus políticas y programas en relación
con pueblos indígenas para asegurar que están
en concordancia con las normas internaciona-
les establecidas en la Declaración.  Estos
aspectos pueden ser en temas diversos tales
como derechos territoriales, territorialidad y
recursos naturales, libre determinación, reco-
nocimiento inadecuado de los pueblos indíge-
nas, sus culturas propias, idiomas, identida-
des, subsistencia, conceptos propios sobre
desarrollo, consentimiento previo libre e
informado.

La Declaración es un instrumento idóneo para
sensibilizar y monitorear el progreso en la
protección, respeto y ejercicio de los dere-
chos de los pueblos indígenas.  Permite contar
con un referente para implementar sistemas
de monitoreo sobre los derechos colectivos de
pueblos indígenas.  Aunque las Declaraciones
no son instrumentos jurídicos vinculantes para
los Estados, hay quienes hablan ya de un
emergente jus cogens de los derechos indíge-
nas a nivel internacional, de un nuevo dere-
cho internacional de los derechos de los pue-
blos indígenas.

El significado y las implicaciones legales de la
Declaración no deben ser minimizados porque

hacerlo significaría continuar discriminando a
los pueblos indígenas.  La mejor manera de
interpretar la Declaración es abordarla de
forma integral y vincularla con la legislación
internacional que ya existe.  Y para ello se
debe guiar a partir del primer párrafo pream-
bular que la vincula con el marco jurídico
existente, cuando establece que "Guiados por
los propósitos y principios de la Carta de
Naciones Unidas…" e inmediatamente estable-
ce que los derechos de los pueblos indígenas
contenidos en la Declaración se enmarcan en
el contexto del derecho internacional.

El párrafo preambular Nº 16 confirma que el
derecho de libre determinación de todos los
pueblos, es el derecho referido en la Carta de
Naciones Unidas, el Convenio Internacional de
Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y la
Declaración y Programa de Acción de Viena.
El derecho a la libre determinación de los
pueblos indígenas contenido en el Artículo 3
de la Declaración es el mismo contenido en la
legislación internacional.  La referencia a la
Declaración y Programa de Acción de Viena
también afirma que el principio de integridad
territorial encontrado en la artículo 46 de la
Declaración solo se aplica a la libre determi-
nación.3

Con la Declaración inicia la batalla por el res-
peto, protección y ejercicio de los derechos
de los pueblos indígenas.  No será fácil su
implementación ante la falta de voluntad
política de los Estados, los recursos limitados
y los intereses de corporaciones, grupos y per-
sonas de poder.  La convicción de que los pue-
blos indígenas gozan de derechos como pue-
blos distintivos y que un diálogo constructivo
entre todos puede mejorar el nivel de com-
prensión entre diversas formas de ver el
mundo, culturas, pueden servir para construir
relaciones de confianza entre Estados y los
pueblos indígenas para un mundo mas justo y
sostenible.

Mirna Cunningham Kain, médica Miskita,
pertenece al Centro para la Autonomía y

Desarrollo de los Pueblos Indígenas- CADPI.
Región Autónoma Atlántico Norte. Nicaragua.
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3 La Declaración de Viena y la Declaración de
Principios sobre Legislación Internacional sobre rela-
ciones amistosas y de cooperación entre Estados de
1970 de Acuerdo con la Carta de Naciones Unidas
señala que para que los Estados hablen de integri-
dad territorial se deben conducir de acuerdo a los
principios de igualdad de derechos y libre determi-
nación de los pueblos.
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Durante el año 1982, se creó el Grupo de
Trabajo sobre Poblaciones Indígenas GTPI, en
virtud de la resolución 1982/34 del Consejo
Económico y Social ECOSOC, este grupo tuvo
dos mandatos fundamentales: a.- Examinar
los acontecimientos relativos a la promoción
y protección de los derechos humanos y liber-
tades fundamentales de las poblaciones indí-
genas; b.- Elaborar normas internacionales
relativas a los derechos de las Poblaciones
Indígenas.

Este último mandato dio origen a la elabora-
ción de la Declaración de Naciones Unidas
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
adoptada el día 13 de septiembre de 2007 en
la LXI Asamblea General.

Una vez que finalizó la negociación de la
Declaración de los Derechos de los Pueblos en
el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones
Indígenas, los representantes indígenas exhor-
taron a los gobiernos a que adoptaran la
Declaración en su fondo y su forma, teniendo
en cuenta, además, la conmemoración a los
500 años de la llegada de los españoles al con-
tinente. Sin embargo, esta iniciativa no pros-
peró por dos razones fundamentales: una de
orden procedimental y la otra de orden políti-
co. La primera razón tiene relación con la
posición que tomaría la Subcomisión del cual
dependía el Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas y la segunda razón
tiene relación con los argumentos de los
gobiernos que no habían tenido el tiempo sufi-
ciente para participar de la negociación de la
Declaración.

Grupo de Trabajo Abierto de la CDH

A partir del argumento que los gobiernos no
habían tenido el debido tiempo para partici-

par en la negociación, la Comisión de los
Derechos Humanos (CDH) constituyó un nuevo
Grupo de Trabajo Abierto bajo la resolución
1995/32, con el único mandato de redactar
una Declaración sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas. Esta resolución se relacio-
nó con los objetivos fundamentales del primer
Decenio internacional de los Pueblos
Indígenas del Mundo, asunto que se derivó del
Plan de Acción de la Conferencia Mundial de
Derechos Humanos efectuado en Viena,
Austria en el 1993.

Luego que los gobiernos establecieron un
nuevo Grupo de Trabajo Abierto, los represen-
tantes de los pueblos indígenas en la etapa
inicial de la negociación quisieron establecer
el valor de la Declaración adoptada por la
Subcomisión, considerando además que la
Subcomisión antes de adoptar la Declaración
efectuó un análisis técnico jurídico sobre la
consistencia de la Declaración con las normas
internacionales de Derechos humanos, en su
opinión dicho instrumento estaba en plena
coherencia con las normas existentes.

Varios son lo aspectos que le otorgan particu-
laridades sin precedentes al proceso de nego-
ciación de la Declaración, tanto en su proce-
so, el alcance y los contenidos de los derechos
colectivos y los efectos prácticos que ha cau-
sado dentro del sistema internacional de las
Naciones Unidas. Como es normal, todos los
gobiernos tuvieron que poner de manifiesto
sus respectivas posiciones sobre los derechos
indígenas tanto en el diálogo formal e infor-
mal que se desarrolló a lo largo del proceso.

Participación indígena

Un hecho sin precedente que se estableció
alrededor de la Declaración, se refiere al

Más de 20 años de 
negociaciones

Aucán Huilcaman Paillama



derecho a la participación plena y efectiva de
los representantes de los pueblos indígenas en
todo el proceso de elaboración de la
Declaración. Al respecto, el derecho interna-
cional público y el sistema internacional,
establece que los organismos facultados para
la elaboración de las normas internacionales
del derecho internacional, son únicamente los
Estados, sin embargo, por primera vez en el
sistema internacional de Naciones Unidas los
propios destinatarios de la norma internacio-
nal participaron activamente en su elabora-
ción y negociación.

La participación en igualdad de condiciones
en el debate, incomodó a varios representan-
tes gubernamentales del mundo, particular-
mente a aquellos más opuestos al reconoci-
miento internacional de los derechos colecti-
vos de los pueblos indígenas. Pero esta singu-
lar situación estableció una nueva manera de
concebir el proceso de elaboración de las nor-
mas internacionales dentro del sistema inter-
nacional de Naciones Unidas.

Pueblos indígenas y/o 
poblaciones indígenas

Al momento que comenzó la revisión del
Proyecto de Declaración adoptado por la
Subcomisión, algunos gobiernos presentaron
sus reservas sobre el concepto de "Pueblos
Indígenas" y afirmaron insistentemente que
preferían utilizar el concepto de "poblaciones
indígenas", esta fue una cuestión controversial
en la etapa inicial del dialogo, sin embargo,
una manera de no estancar el dialogo se acep-
tó utilizar indistintamente el concepto de
"pueblos indígenas y/o poblaciones indígenas",
quedando entre corchete ambos conceptos.

Para algunos Estados la introducción del con-
cepto de pueblos indígenas, en una norma de
alcance internacional -global- tiene insospe-
chadas consecuencias jurídicas y políticas
sobre la soberanía, la unidad institucional y
territorial de los Estados. Algunos Estados
subrayaron la necesidad de utilizar la misma
redacción del Convenio 169 de la OIT sobre el
concepto de pueblos indígenas y que estable-
ce "la utilización del término Pueblos en este
convenio no deberá interpretarse en el senti-

do de que tenga implicación alguna en lo que
atañe a los derechos que puede conferir a
dicho término en el derecho internacional".
Los representantes indígenas argumentaron
que la declaración debía estar por sobre los
contenidos y conceptos del Convenio 169 de la
OIT, y que el derecho internacional es progre-
sivo y no repetitivo. A este respecto, la dele-
gación de Noruega, teniendo en cuenta las
eventuales consecuencias jurídicas y políticas
del concepto, en representación de un grupo
de gobiernos, preferentemente nórdicos, pre-
sentó una formulación orientado a salvaguar-
dar la soberanía de los Estados y evitar la
secesión de los pueblos indígenas que habitan
al interior de las jurisdicciones de los Estados.

El concepto de "pueblos indígenas" ha ido
ganando terreno en el sistema internacional y
el derecho internacional, éste ya no constitu-
ye una discusión que condiciona los otros
derechos, a partir de la inclusión y uso del
término en el Convenio 169 de la OIT.
Asimismo, la práctica jurídica internacional
que se ha alcanzado alrededor de los recono-
cimientos constitucionales en América Latina,
ha reforzado su uso sistemático en los docu-
mentos oficiales de Naciones Unidas, además,
constituiría un acto de discriminación la adop-
ción del concepto de pueblos indígenas, con
especificación sobre su alcance, entrando en
abierta colisión con los principios y premisas
del derecho internacional que prohíbe la dis-
criminación.

El derecho a la libre determinación 

El derecho a la libre determinación, a pesar
que es uno de los derechos humanos de los
pueblos, pocas veces se había abordado como
un derecho aplicable a los pueblos indígenas.
Este derecho fue ampliamente tratado en los
dos Grupos de Trabajos tanto en la
Subcomisión como la CDH. Algunos gobiernos
plantearon claramente que este derecho se
refiere a los pueblos organizados en los
Estados, del cual los pueblos indígenas son
parte, pero que no tenía relación con los pue-
blos indígenas debido a que los indígenas son
parte de la población nacional de los Estados,
además, el derecho internacional reconoce
este derecho a los Estados organizados en sis-
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temas de gobiernos nacionales, las argumen-
taciones y contra argumentaciones fueron
innumerables de ambos lados.

A raíz de la situación controversial sobre el
alcance del derecho a la libre determinación,
surgió la legitima pregunta de sí el derecho a
la libre determinación es un derecho aplicable
o no a los pueblos indígenas.  A este respecto,
los representantes indígenas reiterada y siste-
máticamente afirmaron que el derecho a la
libre determinación, es un derecho aplicable
a todos los pueblos del mundo, sin discrimina-
ción alguna, incluidos a los pueblos indígenas,
debido, a que el derecho internacional prohí-
be discriminación.

Otras de las preocupaciones de los gobiernos
sobre el derecho a la libre determinación se
refiere al ámbito de aplicación, si este dere-
cho se aplica en un ámbito interno de los
Estados o en un sentido amplio como lo esta-
blecen los Pactos de Derechos Humanos.
Sobre el alcance interno del derecho a la libre
determinación el Estado de México ha inclui-
do este derecho en la constitución política
otorgando un alcance jurídico y político
estrictamente interno.

El derecho a la libre determinación tuvo par-
ticular connotación política y jurídica alrede-
dor de la resolución 1514 de la Asamblea
General de Naciones que se aplicó especial-
mente alrededor del proceso de descoloniza-
ción de los países de África, en donde el dere-
cho a la libre determinación implicó la crea-
ción de Estados nacionales. Este derecho de
carácter fundamental fue reforzado con la
adopción de los pactos de Derechos Humanos,
por tanto, los gobiernos siempre han pensado
que el reconocimiento del derecho a la libre
determinación, comprende implícitamente la
creación de nuevos Estados y en este caso
comprendería la creación de nuevos "Estados
indígenas".

A más de dos décadas de diálogo entre gobier-
nos y representantes de los pueblos indígenas
la Declaración establece el derecho a la libre
determinación de la siguiente manera: "los
Pueblos Indígenas tienen derecho a la Libre
determinación. En virtud de ese derecho

determinan libremente su condición políti-
ca y persiguen libremente su desarrollo
económico, social y cultura". El artículo 3
del texto ha quedado exactamente en el
mismo lenguaje como lo establece el Pacto de
Derechos Civiles y Políticos y el Pacto de
Derechos Económicos Sociales y Culturales.

El reconocimiento del derecho a la libre
determinación para los Pueblos Indígenas, es
una norma de alcance global, sin duda, es un
paso impensado hace dos o tres décadas
atrás, tanto para los gobiernos como para los
propios pueblos indígenas. Evidentemente la
inclusión de este derecho fundamental en las
normas de derechos humanos, cambiará en
muchos lugares del mundo la relación jurídica
y constitucional diametralmente injustas que
se han establecido con los pueblos indígenas y
que en la mayoría de los casos, por decir lo
menos, se han vulnerados los derechos colec-
tivos que les asisten a los pueblos indígenas a
raíz de la negación y conculcación del dere-
cho a la libre determinación.

Es un paso inmensamente progresivo del dere-
cho internacional que por primera vez se
reconoce el derecho a la libre determinación
sin que se vincule estrictamente al concepto
clásico de Estado, es decir, no se ha puesto
como condición preliminar las concepciones
jurídicas, institucionales y políticas propias de
los Estados.

Restricciones sobre los 
derechos colectivos

El articulo 4 que en términos generales se
entiende como continuación del articulo 3
establece: "los Pueblos Indígenas, en ejerci-
cio de su derecho de libre determinación,
tienen derecho a la autonomía o el autogo-
bierno en las cuestiones relacionadas con
sus internos y locales, así como a disponer
de los medios para financiar sus funciones
autónomas".

El concepto jurídico de "autonomía" hasta el
momento no había aparecido en ningún ins-
trumento internacional de derechos humanos,
el establecimiento de este concepto en una
Declaración representa una limitación para la
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aplicación plena del derecho a la libre deter-
minación. En este caso se presenta no solo
una restricción, sino un retroceso en el senti-
do natural y progresivo que comúnmente
constituyen las normas internacionales, aquí
tiene un sentido contrario. La inclusión del
concepto de autonomía en una Declaración
establece un precedente para la aplicación de
este concepto con otros sectores de la comu-
nidad internacional, que no necesariamente
sus derechos están cubiertos por las normas
de derecho internacional.

También varias son las restricciones que se
han establecido en la Declaración particular-
mente en lo que se refiere a los derechos de
tierras, territorios y recursos naturales, el
articulo 27 señala: "los estados establecerán
y aplicaran, conjuntamente con los Pueblos
indígenas interesados, un proceso equitati-
vo, independiente, imparcial, abierto y
trasparente, en el que se reconozcan debi-
damente las leyes, tradiciones, costumbres
y sistemas de tenencia de la tierra de los
pueblos indígenas en relación con sus tie-
rras, territorios, y recursos, comprendidos
aquellos que tradicionalmente han poseído
u ocupado o utilizado de otra forma. Los
pueblos Indígenas tendrán derecho a parti-
cipar en ese proceso".

Este artículo establece dos principios jurídicos
rectores, la supremacía institucional del
"Estado" en cuanto a las "leyes y tradiciones
indígenas", pero a la vez en el sistema de
"tenencia de tierras". El articulo 27 no tan
solo establece una restricción jurídica de los
derechos inherentes de los pueblos indígenas
como son las "leyes tradicionales" sino, subra-
ya la supremacía jurídica por sobre los siste-
mas tradicionales indígenas, cuestiones que
no tan solo constituyen aspectos específicos,
sino inherentes y complementarios al ejerci-
cio del derecho a la libre determinación. Por
lo mismo la supremacía de los Estados sobre
las leyes indígenas somete a consideración y
revisión al conjunto de los sistemas indígenas
tanto de aquellas leyes cohesionantes que dan
personalidad colectiva a los pueblos indíge-
nas, así como el sistema de tenencia de tie-
rras indígenas.

La LXI Asamblea General 
y la Declaración

Alrededor de la LXI Asamblea General de
Naciones Unidas se produjeron acelerados y
singulares acontecimientos basados en las
enmiendas  en  donde  un grupo de gobiernos
-africanos- pusieron en una muy difícil posi-
ción a los pueblos indígenas. En ese sentido y
sin pensar en agotar el diálogo como el instru-
mento de negociación, surgieron legítimas
preguntas sobre cuáles son los recursos que
disponen los pueblos indígenas para hacer
prevalecer sus derechos y libertades funda-
mentales. En este contexto aparece el recur-
so del Consentimiento y últimamente este
principio general ha cobrado mucha vigencia
en la comunidad internacional, incluso se ha
ampliado su concepción como es el consenti-
miento previo libre e informado.

Se escribieron muchas declaraciones en el
lapso de dos décadas sobre el proceso de
negociación de la Declaración. Esta posición
fue reiterada en la VI sesión del Foro
Permanente sobre Cuestiones Indígenas en
mayo de 2007 y también se invirtió tiempo en
el Caucus indígena para reiterar su decisión
de no aceptar ninguna modificación al texto
adoptado por el Consejo de Derechos
Humanos. Incluso los delegados indígenas fue-
ron más allá y exhortaron a los gobiernos para
que adopten urgentemente la Declaración y
otros invitaron a los gobiernos co-patrocina-
dores (México-Guatemala) a que no modifi-
quen su posición por las consecuencias noci-
vas que podría representar una nueva etapa
de negociación. En definitiva se dijo no a la
modificación de la Declaración.

Pero todo lo anterior, que representa las posi-
ciones de buenas intenciones en los papeles,
entra en la más profunda contradicción cuando
el Comité Directivo Indígena se tomó la liber-
tad de presentar propuestas de textos para
introducir cambios. Dichas propuestas fueron
presentadas a los gobiernos co-patrocinadores
de la Declaración. El solo hecho de presentar
propuestas de cambios a los gobiernos, consti-
tuyó una clara señal de apertura a determina-
das modificaciones de la Declaración.
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Destinatarios

Clara y exclusivamente los destinatarios de la
Declaración son los pueblos indígenas. En ese
sentido, las organizaciones como instrumen-
tos de los pueblos indígenas tienen una gran
responsabilidad y oportunidad. El derecho
internacional contemporáneo ha puesto en las
manos de todos los pueblos indígenas un ins-
trumento de derechos humanos, en ese senti-
do a pesar de las limitantes que introdujeron
las enmiendas, sigue teniendo un valor impor-
tante particularmente en lo que se refiere al
derecho a la libre determinación.

El derecho a la libre determinación, preferen-
temente en el artículo 3, pone desafíos políti-
cos, jurídicos y económicos a todos los pue-
blos indígenas. El ejercicio y goce de este
derecho dará cuenta sobre el nivel de cohe-
sión, fortaleza y voluntad de los pueblos indí-
genas en cuanto a llevar al terreno práctico
este derecho. Su aplicación en ningún caso
estará exenta de mayores y profundas contro-
versias con los sistemas de dominación colo-
nial que han establecido los Estados naciona-
les.

El ejercicio del derecho a la libre determina-
ción indígena, entendido como uno de los
derechos políticos rectores de los otros dere-
chos colectivos pondrá de relieve no solo las
controversias y forcejeos naturales con las
instituciones estatales, sino, fundamental-
mente ayudará a comprender el alcance de
este derecho en su sentido práctico, pero
también reportará experiencias internaciona-
les en el marco de las relaciones multilatera-
les del cual tendrá que implementarse este
derecho esencial.

Aplicación de la Declaración 
en el contexto internacional

Todo el sistema internacional de Naciones
Unidas y en particular los mecanismos sobre
protección a los derechos humanos, tendrán
que observar la aplicación de la Declaración,
entre ellos el Comité Internacional de los
Derechos Económicos Sociales y Culturales, el
Comité Internacional de Derechos Civiles y

Políticos, las misiones del Relator Especial de
Naciones Unidas, particularmente el Foro
Permanente sobre Cuestiones Indígenas y el
Consejo de Derechos Humanos entre otros.

Los pueblos indígenas conjunta o separada-
mente con la Organización de los Estados
Americanos (OEA) y el sistema interamericano
de protección a los derechos tendrán que
tomar una decisión sobre la Declaración de la
ONU.  Al respecto hay varias posibilidades:

Que la OEA endose la Declaración de Naciones
Unidas, o que continúe sus labores de nego-
ciación del Proyecto de Declaración
Americana, lo que implica identificar cuáles
serían los nuevos derechos y los aspectos dis-
tintivos que contendría la Declaración
Americana. O simplemente tome la decisión
de comenzar a trabajar una Convención
Americana sobre los Derechos de los Pueblos
Indígenas.

Independientemente a las cuestiones políti-
cas, el sistema interamericano de protección
a los derechos humanos tendrá que observar
el cumplimiento de la Declaración de
Naciones Unidas y de parte de los pueblos
indígenas habrá que observar los impactos
prácticos que tendrá la observancia interna-
cional sobre los derechos contenidos en la
Declaración.

Seguimiento y observancia 
internacional indígena

Por la particularidad de la Declaración, las
controversias internas e internacionales que
provocará la aplicación de los derechos colec-
tivos contenidas en la Declaración, se requie-
re de un organismo internacional indígena que
desempeñe una misión de observancia amplia
y que a la vez produzca y vehicule insumos
sobre la aplicación de determinados derechos
y que aporte con nuevas experiencias en el
ejercicio de los derechos y libertades funda-
mentales.

Aucán Huilcaman Paillama es encargado de
Relaciones Internacionales de la organización
mapuche Consejo de Todas las Tierras, Chile
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Pueblos indígenas de Suramérica:

Los derechos colectivos 
Rodrigo de la Cruz

Las nacionalidades, naciones originarias o pue-
blos indígenas, se consideran como tales por el
hecho de descender de poblaciones que habi-
taban un país en la época de la conquista o la
colonización y que cualquiera que sea su situa-
ción jurídica, conservan todas sus propias ins-
tituciones sociales, económicas, culturales,
políticas o parte de ellas y se encuentran rela-
cionadas con su hábitat actual o ancestral.

La lucha de los pueblos indígenas en el ámbito
internacional, básicamente se ha concentrado
en el reconocimiento para ser considerados
como pueblos con derecho a la libre determi-
nación y la autonomía, a las tierras y territo-
rios, recursos naturales, administración de
justicia, economía y desarrollo, patrimonio
intangible, entre otros.

Este proceso data desde la década de los años
50, por cuanto el Convenio 107 sobre
Poblaciones Indígenas y Tribales en Países
Independientes de la OIT (1957), determinó
que como política pública de los Estados se
emprenda en acciones tendientes a la integra-
ción de los indígenas a la sociedad dominante,
y que con ello prácticamente se llevaba a la
extinción cultural como pueblos culturalmen-
te diferenciados del resto de la población
nacional.  Por ello, los pueblos indígenas
durante décadas han luchado en el ámbito del
Sistema de Naciones Unidas, para que se
aceptara un concepto que incorpore los ele-
mentos más principales para ser reconocidos
como pueblos o naciones indígenas con una
continuidad histórica como las sociedades
anteriores a la invasión y pre coloniales que se
desarrollaron en sus territorios, que se consi-
deran distintos de otros sectores de las socie-
dades que ahora prevalecen en esos territo-
rios o parte de ellos.  Y constituyen ahora sec-
tores no dominantes de la sociedad y tienen la
determinación de preservar, desarrollar y
transmitir a futuras generaciones sus territo-

rios ancestrales y su identidad étnica como
base de su existencia continuada como pue-
blo, de acuerdo con sus propios patrones cul-
turales, sus instituciones sociales y sus siste-
mas legales (Martínez Cobo, 1983).

Esta lucha tuvo su primer éxito en junio de
1989, con la adopción del Convenio 169 de la
OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en
Países Independientes (Convenio 169), que
consagran algunos de los derechos ya descritos
y que llama a los Estados a dar un giro en sus
políticas públicas incluyendo el reconocimien-
to como pueblos, aunque con la limitante de
no contravenir la Carta de las Naciones Unidas
que este derecho confiere al concepto de pue-
blos con derecho a la libre determinación.

Es precisamente la limitación de este derecho
que hizo que los pueblos indígenas continua-
ran su lucha para el reconocimiento de este
derecho fundamental, proceso que culmina
recientemente en septiembre de 2007, con la
adopción de la Declaración de las Naciones
Unidas sobre los Derechos Indígenas, en el que
se incluye explícitamente que los pueblos indí-
genas tienen derecho a la libre determinación,
y que en virtud de este derecho determinan
libremente su condición política y persiguen
libremente su desarrollo económico, social y
cultural (Art.  3); y que de igual forma, los
pueblos indígenas, en ejercicio de sus dere-
chos a la libre determinación, tienen derecho
a la autonomía o al autogobierno en las cues-
tiones relacionadas con sus asuntos internos y
locales, así como a disponer de los medios
para financiar sus funciones autónomas (Art.
4).  Esta Declaración, si bien como su palabra
lo dice es sólo una declaración, por sí misma
se traduce en el mayor compromiso político
contemporáneo que los Estados Nacionales
han asumido con respecto a los derechos indí-
genas, pero que obviamente al no ser un ins-
trumento vinculante, su cumplimiento está en
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manos de los propios pueblos indígenas que
continuarán en su lucha por hacer efectivos
esos derechos que han sido conculcados desde
la constitución de estos Estados.

Los principales derechos alcanzados

Lo que se observa a continuación es sólo un
extracto reducido a modo de ilustración, en
donde se ve cómo progresivamente los pueblos
indígenas van ganando espacios dentro de los
propios Estados Nacionales.

Argentina: Ratificado el Convenio 169. Se
reconocen a los pueblos indígenas, se garanti-
za y respeta la identidad étnica, la posesión y
la propiedad comunitarias de las tierras, el
carácter de inajenable, imprescriptible e
inembargable de las mismas,  y que las comu-
nidades tengan su propia personería jurídica,
en tanto se organicen como tales.

Bolivia: Ratificado el Convenio 169 y se rein-
troducen cambios de fondo en la actual
Constitución Política, que parte de la declara-
toria de la plurinacionalidad del Estado reco-
nociendo una serie de derechos como a la libre
determinación, administración de justicia pro-
pia, tierras y territorios, recursos naturales, la
propiedad intelectual colectiva, entre otros.
Es de destacar que este país es el único en el
mundo que ya ratificó la Declaración sobre
Derechos de los Pueblos Indígenas, elevándola
a la categoría de Ley nacional. 

Brasil: Ratificado el Convenio 169.  Existe un
Estatuto del Indio, se reconoce las tierras indí-
genas como espacios de vida de las comunida-
des otorgándoles el derecho de posesión y se
atribuye el usufructo exclusivo de las riquezas
naturales de esos territorios, incluyendo los
ríos y lagos en ellos existentes, aunque exclu-
yendo los derechos sobre el subsuelo (Art.  231
de la Constitución Política).

Colombia: Ratificado el Convenio 169. Las
tierras comunitarias son reconocidas como
resguardos que se constituyen en Entidades
Territoriales Indígenas, con autonomía, admi-
nistración y recursos propios, en donde se
reconoce a las autoridades indígenas y sus for-
mas de organización tradicional (Arts.  286 y

330 Constitucional).  Participación directa de
los pueblos indígenas en el poder legislativo
de la República (Senado y Cámara de
Representantes).

Ecuador: Estado pluricultural y mutiétnico,
reconocimiento de nacionalidades y pueblos,
con derecho a las tierras comunitarias que son
imprescriptibles, inembargables e inajena-
bles.  Derechos colectivos, como a la medici-
na tradicional y el derecho a la propiedad
intelectual colectiva (Art.  84 Constitucional).
Los pueblos indígenas pueden constituirse en
Circunscripciones Territoriales Indígenas y tie-
nen el reconocimiento de la administración de
justicia indígena a través de sus propias auto-
ridades comunitarias.  Se reconoce también la
Educación Intercultural Bilingüe y los idiomas
indígenas kichwa y shuar, como oficiales en
sus territorios.

Paraguay: Ratificado el Convenio 169, el gua-
raní es lengua oficial,  el dominio de los recur-
sos naturales pertenece al Estado.

Perú: Ratificado el Convenio 169.
Reconocimiento como comunidades nativas y
campesinas. Lamentablemente en este caso,
los territorios indígenas no están garantizados
y los recursos naturales pertenecen al Estado.
Reconocimiento oficial de la lengua kechua.
Se reconoce la propiedad intelectual colecti-
va sobre los conocimientos tradicionales vin-
culados con los recursos biológicos (Ley
27811, que,  de paso sea dicho, es la más
avanzada de América Latina) y se respeta los
derechos de los pueblos indígenas en aisla-
miento voluntario.

Venezuela: Ratificado el Convenio 169. Se
reconoce al país como pluriétnico y multicul-
tural, a los pueblos indígenas con sus derechos
a los territorios y hábitat indígenas, los recur-
sos naturales, la propiedad intelectual colecti-
va y el derecho a la participación con sus dele-
gados propios en la Asamblea Nacional y otras
entidades federales.  La Constitución Política
(Art.  124) también prohíbe el registro de
patentes sobre los conocimientos tradicionales
de los pueblos indígenas.

En los otros países como Chile, Uruguay,
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Guyana, Surinam y Guyana Francesa (Francia),
el reconocimiento de derechos indígenas es
muy limitado.  No se encuentran ratificados el
Convenio 169 y los territorios indígenas viven
una constante amenaza por las actividades
mineras y de explotación maderera.

Otro de los aspectos importantes, es destacar
que varios de estos países han creado institu-
ciones oficiales para el tema indígena, como
el CODENPE en Ecuador, el Ministerio Indígena
en Venezuela, el CONADI en Chile, FUNAI en
Brasil, entre otros, pero que en ciertos casos
han generado conflictos e incompatibilidades
con los intereses de los pueblos indígenas.

Retos y desafíos 

Entre los mayores retos y desafíos de los pue-
blos indígenas a futuro, se mencionan los
siguientes:

- La consolidación como pueblos, naciones o
nacionalidades, con derecho a la libre
determinación.

- La seguridad jurídica de las tierras y terri-
torios indígenas, así como el control y el
acceso a los recursos naturales, como el
agua, la biodiversidad y los megaproyectos
como el proyecto IIRSA.  Incremento de las
áreas protegidas en territorios indígenas.

- La participación directa como pueblos indí-
genas en las diferentes instancias del
poder político de los Estados Nacionales.
Pero estas estrategias de participación no
están claras y en la gran mayoría de
Estados, los pueblos indígenas se encuen-
tran inmersos en conflictos políticos inter-
nos que los han fraccionado y han hecho
perder de vista el norte por la defensa de
sus propios derechos.

- El efectivo control de la propiedad intelec-
tual colectiva sobre los conocimientos tra-
dicionales para evitar la biopiratería.

- El fortalecimiento de los gobiernos comu-
nitarios, sus formas de organización propia
y el ejercicio de la administración de justi-
cia indígena.

- El fortalecimiento de los sistemas de salud
indígena y de la educación intercultural
bilingüe, como proyectos interculturales

para todas las sociedades nacionales y no
como proyectos destinados exclusivamente
para los pueblos indígenas.

- La real y efectiva consulta y participación
de los pueblos indígenas para todos los
asuntos que les afecten, en especial para
la explotación de recursos naturales estra-
tégicos en sus tierras y territorios.

- Velar por los derechos de los pueblos indí-
genas en aislamiento voluntario, para que
sus territorios adquieran un verdadero
estatus de imprescriptibilidad, inajenabili-
dad, inembargabilidad e intangibilidad.

- Desafíos frente a la globalización como los
TLC con los EE.UU., la UE y otros acuerdos
comerciales multilaterales y bilaterales.

- La relación con los organismos de coopera-
ción internacional y las Ongs de todo tipo
presentes en las comunidades indígenas.

- La participación de los pueblos indígenas
en el Sistema de las Naciones Unidas y
otros organismos multilaterales, para
monitorear el cumplimiento del mandato
de organismos como el Foro Permanente,
el cumplimiento del Plan de Acciones del
Segundo Decenio de los Pueblos Indígenas,
el Convenio sobre la Diversidad Biológica
(Art. 8j, Conocimientos Tradicionales) y la
aplicación de la Declaración de las
Naciones Unidas sobre los Derechos
Indígenas.

Siendo esta la situación, el gran reto de los
pueblos indígenas de esta parte del continen-
te está en confiar en sus propias capacidades
organizativas, políticas y técnicas, para con-
solidar verdaderas propuestas viables y prác-
ticas de Estados Pluriculturales y
Plurinacionales, sobre la base de los propios
gobiernos comunitarios fortalecidos y los
territorios indígenas consolidados con una
real capacidad de control de los recursos
naturales allí existentes y la protección de su
patrimonio intelectual colectivo.

Rodrigo de la Cruz pertenece al pueblo
kayambi (Ecuador).  Actualmente es Director

de la Unidad de Recursos Genéticos,
Conocimientos Tradicionales y Expresiones
Culturales del Instituto Ecuatoriano de la

Propiedad Intelectual (IEPI).
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Contradiciendo el pésimo precedente de que
los instrumentos internacionales de derechos
humanos son letra muerta y casi nunca se
cumplen, Bolivia elevó a rango de ley la
Declaración de las Naciones Unidas sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas, adoptada
por este organismo el 13 de septiembre del
2007.

En efecto, las dos cámaras del Congreso boli-
viano adoptaron esta resolución el 31 de octu-
bre del año pasado y el Presidente Evo Morales
promulgó la Ley el 7 de noviembre en un masi-
vo acto al que asistieron representantes de los
36 pueblos indígenas del país.

En un país en el que 62 de cada 100 personas
se reconocen como indígenas, la adopción de
la Declaración como Ley de la República es un
indicativo de que la situación de discrimina-
ción, racismo y opresión comienzan a cambiar
bajo la batuta de un Presidente indígena que
fue electo en 2005 y que cumple su oferta de
gobernar por y para las mayorías bolivianas.

Evo Morales, en esa ocasión, recordó que solo
hace 40 años los indígenas no podían ingresar
al Palacio de Gobierno, tampoco a la Plaza
Murrillo y no podían usar las aceras de las
principales ciudades del país.  También dijo
que ahora los indígenas son la reserva moral
del mundo porque son pueblos que se definen
en la comunidad y rechazan el egoísmo y el
sistema basado en la individualidad.

El proyecto de Constitución aprobada por la
Asamblea Constituyente -y que deberá ser
ratificada en referéndum- incorpora numero-
sas disposiciones sobre los derechos colectivos
de los pueblos indígenas, especialmente el
relacionado con la autonomía.  En lo relacio-
nado a instrumentos internacionales en mate-
ria de derechos humanos - como es el caso de
la Declaración de Naciones Unidas - dispone
que "los derechos y libertades reconocidos en
la Constitución serán interpretados de acuer-

do a los tratados internacionales de derechos
humanos cuando éstos prevean normas más
favorables".  (Título VII, artículo 255)

La Organización de Naciones Unidas (ONU)
expresó su complacencia por la decisión del
Congreso boliviano, señalando que éste es el
primer país en el mundo en elevar a rango de
ley la Declaración. Igual posición comparten
los indígenas del continente, para los cuales
"este ese el ejemplo que deben seguir los
demás Estados" para que la Declaración tenga
fuerza de ley y se puedan hacer realidad los
derechos de los pueblos indígenas. 

Uno de los principales derechos negados es el
acceso a la tierra y el territorio. El Relator
Especial de las Naciones Unidas sobre pueblos
indígenas, Rodolfo Stavenhagen, tras realizar
una visita oficial a Bolivia a finales del año
pasado, señaló que ésta es la principal preocu-
pación de las comunidades indígenas del país y
la principal fuente de los abusos a sus dere-
chos. "Si bien se han logrado avances en los
procesos de saneamiento y titulación de tierras
en el marco de la Ley del Instituto Nacional de
Reforma Agraria y de reconducción comunita-
ria, son todavía muchos los obstáculos que
enfrentan estos procesos, generando la frus-
tración de las comunidades.  En las tierras
altas, en donde predomina el minifundio y lo
que se ha llamado el "surcofundio" , numerosas
comunidades originarias demandan la reconsti-
tución de sus territorios ancestrales. En el
Oriente y en la Amazonía del país, se han con-
solidado latifundios, en muchos casos en con-
tra de la ley, generando numerosos conflictos
con la población indígena afectada, y a veces
desplazada, documentándose serias violacio-
nes de sus derechos humanos", señaló.

Con el objeto de que la Declaración de dere-
chos indígenas tenga una amplia difusión y sea
apropiada por todos los bolivian@s, el texto ha
sido traducido a las lenguas nativas (aymara,
quechua y guaraní).

El ejemplo de Bolivia
Eduardo Tamayo G.
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Con la participación de dirigentes de organiza-
ciones indígenas de Latinoamérica, intelectua-
les y expertos indígenas, del 16 al 18 de
diciembre 2007 se realizó en Quito, Ecuador,
la "Conferencia Internacional: formulación y
socialización del Plan Estratégico para la apli-
cación de la Declaración sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas", organizada por la
Confederación de Nacionalidades Indígenas
del Ecuador (CONAIE) y la Escuela de Gobierno
y Políticas Públicas para las nacionalidades y
Pueblos del Ecuador.  Durante la cita, los par-
ticipantes analizaron y establecieron acuerdos
básicos respecto al instrumento adoptado por
la ONU, señalando sus "limitaciones y poten-
cialidades como instrumento internacional
ético y político".  ALAI dialogó con el coordina-
dor técnico del evento, Luis Maldonado Ruiz,
Presidente de la Escuela de Gobierno y
Políticas Públicas.  Esto fue lo que nos dijo.

- Cuándo Naciones Unidas entró en la fase
final para la aprobación de  La Declaración
sobre los Derechos de los Pueblos
Indígenas, diversas organizaciones manifes-
taron su malestar por las enmiendas intro-
ducidas.   ¿Persiste este malestar?

En efecto, la mayoría de las organizaciones a
nivel latinoamericano habían expresado una
oposición a la aprobación de la Declaración
con las enmiendas realizadas, pero otro sec-
tor estaba de acuerdo o por lo menos había
dado una salida para tal aprobación.  Pero
ahora podría decir que se está manifestando
un consenso respecto a que la Declaración es
un instrumento internacional importante que
debe ser asumido por los pueblos indígenas y
por los gobiernos, a pesar de las limitaciones
que tiene.

Es más, esta valoración ha venido a reactivar
la preocupación respecto  a que hay varios ins-

trumentos internacionales, incluso nacionales,
pero que sin embargo hemos dejado que todo
esto se quede solamente en el ámbito declara-
tivo, pues no hemos definido mecanismos ni
estrategias concretas para su ejecución.

- ¿Cuál es la limitación central?

Obviamente el tema de la libre determina-
ción, que se lo incluye por primera vez en un
instrumento internacional en relación a los
pueblos indígenas, pero también se le limita,
en el sentido de que la libre determinación
debe gestarse en el ámbito de los Estados
nacionales, por lo que en realidad sigue sien-
do un principio limitado, puesto que no se
podría libremente tomar una decisión políti-
ca, y por otra porque esto limita la posibilidad
de reagrupación de los diferentes pueblos y
nacionalidades existentes que están dispersos
en diferentes Estados.

Por otra parte, la libre determinación tam-
bién limita el derecho al subsuelo, es sinto-
mático porque en un contexto internacional
de globalización neoliberal, la economía de
nuestros países se sustentan en la extracción
de los recursos naturales, cumpliendo así el
rol de proveedores de productos primarios,
materias primas.  Los grandes problemas que
se viven, los mismos que se agudizarán en el
futuro entre los pueblos indígenas y los esta-
dos tienen que ver con el control de los recur-
sos naturales.  Es decir, el derecho de los pue-
blos indígenas a la libre determinación se
reduce al uso del suelo y no del subsuelo,
entonces es una limitación fundamental.

Es precisamente por esta situación, que varios
líderes en la región, que luchan contra la
explotación petrolera, minera, etc., ven que
la Declaración en realidad favorece los intere-
ses de las clases dominantes nacionales y las
transnacionales.  No incluye un nuevo tipo de

De la Declaración a un Convenio Internacional

Afinando estrategias
Osvaldo León



relación con el Estado, que resuelva este con-
flicto, desde la visión de pueblos originarios. 

Sin embargo, al convenir que la Declaración es
parte de un proceso de cambios de largo plazo,
ésta representa un avance.  De ahí la impor-
tancia de que pueda ser socializada, pueda ser
implementada en los aspectos fundamentales,
para seguir avanzando hasta lograr una pleni-
tud de los derechos que todos los pueblos tie-
nen en el derecho internacional.

- Con este sentido de proceso, ¿cuáles serían
las principales pistas para avanzar?

Una de las propuestas que hemos considerado
en la Conferencia, es trabajar para que
Naciones Unidas convoque a una Convención
con el reto de elaborar un Convenio
Internacional al estilo del Convenio 169 de la
OIT, que sea vinculante.  Igualmente se ha
planteado que todos los organismos de
Naciones Unidas y todos los instrumentos
internacionales, especialmente el 169 de la
OIT, tienen que ser revisados para que se
adapten a los nuevos principios planteados en
la Declaración de la ONU sobre los Derechos
de los Pueblos Indígenas.

Hay una cuestión que considero muy impor-
tante resaltar de las deliberaciones de la
Conferencia: la convocatoria y el compromiso
adoptado por los pueblos indígenas para ejer-
cer de hecho sus derechos.  Es decir, que no
estemos esperando la voluntad de los gobier-
nos para empezar a ejercerlos.  El caso de
Bolivia es un ejemplo histórico, un caso
excepcional, el Estado boliviano con mayoría
de representantes populares e indígenas en el
Congreso, adoptó la Declaración como Ley de
la República.

Se reconoce que la Declaración realmente no
es un documento internacional vinculante,
sino más bien político y moral, en el sentido
de que estos deberían ser los derechos míni-
mos de los que tienen que gozar los pueblos
indígenas para que puedan tener mejores con-
diciones de vida, etc. Similar a lo que es la
Declaración Universal de los Derechos
Humanos.  

- Para el efecto, pues se trata de articular
una agenda común, ¿qué propuestas se
colocaron sobre la mesa?

Un planteamiento que me parece clave se
refiere a un tema que antes no se había toca-
do con profundidad: el tema económico.  A
nivel latinoamericano se han registrado pro-
cesos importantes en el campo organizativo,
en el campo de la cultura, de la identidad,
pero el económico en realidad ha quedado
muy rezagado.

Entonces se abre una perspectiva para traba-
jar con más detalle sobre lo que podría ser la
recuperación, la socialización y la implemen-
tación de un modelo económico de los pue-
blos indígenas basado en una economía de la
reciprocidad, en una economía que se propo-
ne también la complementación, y fundamen-
talmente la necesidad de crear empresas de
carácter comunitario, que no necesariamente
tiene que ver con la idea de empresas que tie-
nen una propiedad común, sino que asocia la
propiedad y el trabajo conjunto.  Estas inicia-
tivas económicas deben estar orientadas a un
fin social, que no tengan como único objetivo
acumular capital.

La participación como actores fundamentales
de los procesos de uso y explotación de los
recursos naturales, tienen sentido no solo con
el consentimiento previo, sino siendo partici-
pes directos del proceso, siempre y cuando
respete a la naturaleza. 

La organización para la producción y el
comercio, es otro de los aspectos principales
que se deben desarrollar en la economía, con
esta finalidad se deben establecer relaciones
de cooperación, comercio e intercambio
entre los diversos pueblos.

En este sentido se destaca la importancia de
contar con planes y programas concretos para
reconstituir o construir las formas de gobierno
propio y desde esta perspectiva contribuir
también en la construcción de la democracia
participativa.  Se demanda superar la retórica
y precisar las estrategias para hacerlo reali-
dad.
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Pueblos Indígenas:

El derecho a la
información 
y a la 
comunicación

Genaro Bautista

La identidad y la interculturalidad,
también se propone como temas claves
para llevar adelante el ejercicio de
derechos.  Quedó claro que debemos
trabajar en la educación, una educa-
ción que tiene que ser bilingüe e inter-
cultural, no solo para los pueblos indí-
genas sino para el conjunto de la socie-
dad, única manera de lograr la cohe-
sión social y construir un futuro común
a pesar de nuestras diversidades cultu-
rales.

En materia de derechos y de adminis-
tración de justicia, son dos los aspec-
tos reconocidos como insoslayables:
que la Declaración sea adoptada como
ley de la República, para lo cual se for-
mulará una propuesta de proyecto de
ley y las estrategias respectivas.  En
este sentido, el precedente estableci-
do por Bolivia es clave.

También quedó planteado crear un sis-
tema de veedurías nacional e interna-
cional de los pueblos indígenas, que
vigile, monitoree y evalué la efectiva
aplicación de los derechos, cuestión
que también se relaciona con los diver-
sos planes que se han establecido en
Naciones Unidas, por ejemplo, con res-
pecto al segundo decenio de los pue-
blos indígenas.

Para darle seguimiento a este proceso,
se acordó que se constituya una comi-
té internacional que difunda el plan
estratégico para la aplicación de la
Declaración de la ONU sobre los dere-
chos de los pueblos indígenas y sociali-
ce la Declaración, así como organizar
una segunda conferencia con la finali-
dad de revisar el plan estratégico y las
actividades inmediatas y de mediano y
largo plazo.  Se encomendó a la
CONAIE, para que lidere este comité,
el mismo que además este integrado
por la COICA, CAOI, CICCA y el Enlace
Continental de Mujeres, quedando
como apoyo técnico la Escuela de
Gobierno y Políticas Públicas de
Ecuador.

En las últimas décadas, uno de los puntos que los
pueblos indígenas exigieron dentro de la agenda
internacional es el derecho que tienen a la
comunicación y a la información.  Esto es, la
administración, el control y la definición de con-
tenidos de medios noticiosos propios.

El planteamiento, quedó como parte de la
Declaración de las Naciones Unidas sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobado por
la Asamblea General de este organismo, el 13 de
septiembre del 2007.

La declaración de la ONU, reconoce en el
Artículo 13, que: "Los pueblos indígenas tienen
derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y trans-
mitir a las generaciones futuras sus historias,
idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas
de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a
sus comunidades, lugares y personas y mante-
nerlos".  Además que "Los Estados adoptarán
medidas eficaces para garantizar la protección
de ese derecho y también para asegurar que los
pueblos indígenas puedan entender y hacerse
entender en las actuaciones políticas, jurídicas y
administrativas, proporcionando para ello,
cuando sea necesario, servicios de interpreta-
ción u otros medios adecuados".
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Aunque la reivindicación ha tomado mayor
relevancia en la presente década, la demanda
viene de muy atrás, incluso desde el naci-
miento de la misma Organización de las
Naciones Unidas (ONU), donde  los represen-
tantes indígenas pedían ser escuchados.

La referencia más cercana, la podemos ubicar
en la primera década de las poblaciones indí-
genas que la ONU proclamó en 1993 y ésta se
ve fortalecida en la Cumbre Mundial de la
Sociedad de la Información (CMSI), celebrada
en dos fases: en diciembre del 2003 en
Ginebra, Suiza, así como en Túnez a finales
del 2005, respectivamente.

Para tal efecto, comunicadores indígenas se
reunieron previamente en sus distintos países,
cada uno con sus tiempos y ritmos propios,
pero encaminado a estructurar una propuesta
más firme emanada desde sus propios pue-
blos, comunidades u organizaciones.

Estas propuestas se hicieron más públicas en
tres reuniones durante el 2007: la Cumbre
Indígena de Abya Yala, celebrada en marzo en
Guatemala; en la Cumbre de Pueblos
Indígenas Antiimperialistas, efectuada en
Venezuela, en agosto y en el Encuentro
Mundial: "Por la Victoria Histórica de los
Pueblos Indígenas del Mundo", acontecido en
Bolivia, en el mes de octubre.

En las cumbres indígenas, se ha coincidido en
que es importante la coordinación de esfuerzos
de las iniciativas de comunicación indígena.
Muchos han recomendado la creación de redes
y la retroalimentación de estas experiencias.

Para los distintos actores, es importante que
la definición de una estrategia de comunica-
ción indígena, parta desde el interior de los
pueblos indígenas.  Un punto central para ello,
es convocar a una Cumbre Internacional de
Comunicación Indígena.  Se tiene claro que los
periodistas indígenas son acompañantes del
movimiento indígena y que deben de cuidar no
convertirse en los voceros.  Para ello, están
sus autoridades y representantes.

Y buscando un mecanismo para que los pueblos
indígenas estén actualizados con lo que ocurre

fuera de sus comunidades, se plantea que los
comunicadores den a conocer los acuerdos
nacionales e internacionales que tengan que
ver con las sociedades originarias.

De esta manera, en Bolivia, se acordó en la
mesa de comunicación del Encuentro Mundial,
como una primera tarea, el promover y convo-
car a los medios de comunicación indígenas a
una Campaña de Promoción de la Declaración
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas, a fin de que sea "cono-
cida por nuestras comunidades y hermanos de
pueblo, contribuyendo de esta manera a que
pueda ser un instrumento útil para la defensa
de nuestros derechos colectivos y nacionales
al interior de los respectivos Estados".

Los periodistas indígenas consideraron que
esta campaña debe ir, además, dirigida a
aquellos medios solidarios con las causas de
"nuestros pueblos e interesados en promover
un nuevo instrumento internacional de dere-
chos humanos que significa un beneficio para
la humanidad en su conjunto, sin distinción".

Estas recomendaciones fueron retomadas por
el Parlamento Indígena de América (PIA),
durante su sesión efectuada en Colombia.

El PIA, estableció que debe producir informa-
ción de carácter social, económico, político y
cultural que reafirme y defienda los derechos
de los Pueblos Indígenas de América.  "Los len-
guajes que se utilizarán en la elaboración de
informaciones deberán ser en lengua nativa
de cada Pueblo, sin desmerecimiento del idio-
ma oficial de cada país y que el PIA debe
impulsar y respaldar la obtención de medios
de comunicación e información comunitarios
propios para fortalecer los procesos de forma-
ción y educación intercultural".

El desafío ahora, es que los periodistas indíge-
nas traduzcan las propuestas en programas
definidos, donde sean los pueblos indios quie-
nes se involucren más activamente, a fin de
que los trabajos se vean enriquecidos desde
las mismas venas del mundo.

Genaro Bautista es integrante del Consejo
Ejecutivo de la Agencia Internacional de

Prensa India (AIPIN) - http://www.aipin.info
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Como bien lo señaló Naciones Unidas recien-
temente, "la criminalización de los movimien-
tos indígenas se ha constituido en una de las
principales problemáticas en todo el plane-
ta"1, asociada a la tendencia creciente de la
violación sistemática de los derechos de los
pueblos indígenas.  En Colombia, Chile y Perú
dicha criminalización es un producto estatal y
está relacionada con la defensa legal de estos
derechos, no solo de las movilizaciones y pro-
testas.  Son múltiples las acciones de repre-
sión política encabezadas por la fuerza públi-
ca y de judicialización de las demandas de
exigibilidad, defensa y garantía de sus dere-
chos, además de las acciones legislativas que
por su carácter regresivo, lesionan la pervi-
vencia de los pueblos indígenas.

En los tres países andinos, son numerosas las
expresiones sociales y políticas que han sido
objeto de violaciones, infracciones y concul-
cación de los derechos colectivos.
Desplazamiento forzado, amenazas, acusacio-
nes penales, homicidios, señalamientos,
estigmatizaciones y allanamientos ilegales por
parte de la fuerza pública; masacres, desapa-
riciones forzadas, secuestros y confinamiento
colectivo por parte de grupos armados ilega-
les e insurgentes.  De igual modo, no han sido
pocas las detenciones arbitrarias de sus líde-
res y de autoridades tradicionales.

Tanto los movimientos de protesta indígena -
que se centran mayormente en la defensa de
sus territorios ancestrales, ante la presión que
sobre ellos ejerce el capitalismo multinacio-
nal globalizado y la emergente economía cri-
minal e informal- como las acciones de denun-
cia pública, defensa jurídica y cabildeo en el
Congreso de la República -frente a la violación

múltiple y sistemática de sus derechos, enca-
bezada por la fuerza pública y otros actores,
como las empresas que realizan actividades
extractivas- son descalificadas, estigmatiza-
das y atacadas cada día.

Frente a la demanda de los pueblos indígenas
por sobrevivir política y culturalmente ante
dichos procesos de homogenización y neocolo-
nialismo impulsados por la economía de mer-
cado, los Estados han respondido con el uso
desproporcionado del poder, acudiendo a dis-
cursos hegemónicos sobre el "enemigo invisi-
ble" y la "seguridad preventiva", donde las
movilizaciones colectivas indígenas, tanto
como las populares y campesinas, son consi-
deradas como "acciones criminales". Dichos
abusos de autoridad han impactado enorme-
mente en las condiciones de vida de los pue-
blos indígenas, a tal punto que muchos de
ellos se encuentran al borde de la extinción
cultural y biológica, al no poder ejercer sus
derechos ni sus prácticas tradicionales basa-
das en la autonomía y la autodeterminación.

El contexto internacional

Los acontecimientos internacionales contribu-
yen a este acelerado proceso de criminaliza-
ción de la protesta.  Desde el 11 de septiem-
bre del 2001 (atentado a las torres gemelas en
Nueva York, Estados Unidos), las políticas de
seguridad de los Estados han cambiando radi-
calmente, la lucha integral contra el terroris-
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1 Relator Especial de la ONU sobre la situación de los
derechos humanos y libertades fundamentales de
los pueblos indígenas, Rodolfo Stavenhagen, en su
informe al Consejo de Derechos Humanos de la ONU
(2007).



mo es frecuente y se plantea una falsa dicoto-
mía entre la obligación de proteger a la pobla-
ción civil y la obligación de respetar los dere-
chos humanos.

El conjunto de medidas represivas, con una
persecución penal que disfraza la persecución
política, va acompañado de campañas de des-
información mediáticas.  Ello da como resul-
tado una mediatización de las dirigencias y la
paralización de la organización social.

Adicionalmente, la judicialización arbitraria de
las demandas indígenas incide en la desocupa-
ción de territorios, con el consiguiente despla-
zamiento de personas, familias y organizacio-
nes que buscan eludir el peso de la institucio-
nalidad jurídica y sus facultades de detención.

En conclusión, el carácter selectivo y discri-
minatorio de las judicializaciones arbitrarias
está relacionado con una intencionalidad polí-
tica concreta: la de aislar a los líderes socia-
les y comunitarios con el fin de desvertebrar
procesos organizativos que pueden constituir
un obstáculo para los objetivos sociales y eco-
nómicos planteados en el marco de la "seguri-
dad democrática".

Detrás de estas políticas está el carácter pro-
fundamente racista de los Estados andinos, un
racismo cuyo ejercicio se extiende sobre los
pueblos indígenas durante 515 años, a partir
de la invasión europea, y que se concreta en
una desigualdad sistemática ante la ley: los
pueblos indígenas son ignorados, perseguidos
y criminalizados, violando permanentemente
todos los instrumentos internacionales y las
normas nacionales que condenan el racismo y
establecen la igualdad de todas las personas
ante la ley.

En todo este proceso, los Estados contradicen
sus propias constituciones y las normas conte-
nidas en los instrumentos internacionales,
como el Convenio 169 de la Organización
Internacional del Trabajo sobre Pueblos
Indígenas y Tribales en Países Independientes
en 1989, la Carta Democrática Interamericana
y la Declaración de Derechos de los Pueblos
Indígenas adoptada el 13 de septiembre del
2007. 

Colombia: Las mayores víctimas 
son indígenas

En los últimos veinte años del siglo XX, en
Colombia se ha desarrollado y expandido un
conflicto armado entre la fuerza pública, gru-
pos guerrilleros y grupos paramilitares, cons-
tituyendo un fenómeno que desintegra y des-
configura a su paso, tanto a los pueblos indí-
genas como a los ecosistemas en los que están
asentados, dando al traste con muchos de sus
logros históricos y ganancias políticas.

En la actualidad avanza una crisis humanitaria
y de derechos humanos de enormes proporcio-
nes y los pueblos indígenas son los principales
afectados, mientras que el Estado insiste en
tratarla, exclusivamente, como un problema
de orden público, a través de la implementa-
ción de la política de Seguridad Democrática
en el marco del Plan Colombia, especialmen-
te en los departamentos de Cauca, Caquetá,
Guaviare, Putumayo, Nariño, Chocó y los
departamentos que hacen parte de la Sierra
Nevada de Santa Marta2.

Las nuevas generaciones de los pueblos indíge-
nas sienten el rigor de las políticas de exclu-
sión y discriminación implementadas por el
Estado colombiano, debido a la intensificación
del conflicto armado interno, especialmente
desde el 2002 hacia acá.  El caso más evidente
es el de la salud, puesto que la cobertura del
régimen subsidiado solo alcanza el 63% de la
población indígena (Organización Nacional
Indígena de Colombia, ONIC, 2005).  Los prin-
cipales problemas se concentran en la desnu-
trición, los altos índices de morbimortalidad,
el desconocimiento de la cultura médica y la
dificultad para que los servicios de salud logren
la cobertura necesaria de toda la población.

El contexto de los pueblos indígenas colombia-
nos nos muestra un panorama desgarrador que
confirma lo precitado.  La desproporción de la
afectación de las violaciones, infracciones y de
la vulneración de los derechos colectivos de
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2 Esta situación ha afectado principalmente a los pue-
blos Wounan y Embera del litoral Pacífico, Curripaco
del Guainía, Wayúu de la Guajira y otros grupos del
departamento de Putumayo.  Ibíd., CERD, 1998, 9.



estos pueblos, pone en evidencia el impacto
también desproporcionado de las mismas.  De
acuerdo con las cifras del último Censo de
Población (2005), la proporción de población
indígena en el país es del 3% sobre el total
nacional; en contraste, el desplazamiento for-
zado interno de los pueblos indígenas alcanzó
en el 2005 el 12,5%, la cifra de desaparecidos
indígenas de los últimos diez años (526) alcan-
zó el 7,5% del total nacional y los estimativos
sobre indígenas detenidos arbitrariamente
(1033) superaron el 11%.  Sólo entre el 2000 y
2004 (según el Banco de Datos Noche y Niebla),
ocurrieron en Colombia 17.897 asesinatos polí-
ticos; es decir, una tasa de 90,6 por cada 100
mil.  El contraste de información revela "la
tasa global indígena para los años 2000-2004 es
tres veces más alta que la tasa nacional".
Durante el mismo periodo "los Embera Katío,
con 477,2 por 100 mil, y los Tule, 812,3 por 100
mil, ambos en la región de Urabá, multiplican
varias veces la tasa nacional"3.

La persecución y criminalización jurídica de
los dirigentes y líderes está siendo utilizada
para tratar de desarticular su fuerza organiza-
tiva.  Precisamente, el mayor impacto se pre-
senta en aquellos pueblos que han tomado
como bandera de sus luchas la defensa del
territorio y el acceso al poder local, regional y
nacional, mediante su participación en la vida
electoral del país.  Este es el caso del Pueblo
Nasa, del departamento del Cauca, y el caso
de los pueblos de la gran familia Embera de
Chocó, Caldas, Risaralda y Antioquia.  Pueblos
que en conjunto presentan la mayor afecta-
ción en términos de detenciones arbitrarias.
Los cinco pueblos indígenas más afectados por
estas detenciones son los Nasa (422), Embera
Chamí (215), Embera Katío (91), Embera (55) y
Yanakona (38).

Perú: la penalización como mecanis-
mo de control social

La negación y represión de los indígenas ha
sido una constante.  Repasemos brevemente
el comportamiento de los gobiernos más
recientes en el Perú:

Gobierno de Alan García (1985-1990): El
Ejecutivo utilizó la figura de la "acreditación"

que menciona la Ley 24571 para conseguir la
subordinación política de las rondas campesi-
nas4, sin lograrlo del todo pero generando ten-
siones entre los campesinos.  En 1988 el
gobierno emitió el Decreto Supremo 012-88-IN
(18-3-88) "Reglamento de Organización y
Funciones de las rondas campesinas pacíficas,
democráticas y autónomas", con el objeto de
cooptar a las rondas y someterlas a control
policial.  Ello fue abiertamente rechazado por
las rondas en marchas y mítines, y no fue apli-
cado.  Las rondas campesinas tenían mucha
fuerza en ese entonces y este fue un motivo
más para organizarse en niveles departamen-
tales y regionales.  Contaron además con el
respaldo de un sector de la Iglesia católica y
muchos sectores sociales.

Gobierno de Alberto Fujimori (1990-2000):
Como parte de la estrategia contrainsurgente,
el gobierno desarrolló políticas de control y
utilización de la población civil indígena en
operaciones de tipo militar.

El Decreto Legislativo 741 (12-11-91) "legalizó"
la figura de los Comités de Autodefensa crea-
dos de facto durante el gobierno anterior.  Al
amparo de dicho decreto, el Ejército obligó a
la población civil indígena de las zonas de
emergencia a organizarse en comités bajo con-
trol de los Comandos Militares, contando con
armas y debiendo apoyar a las Fuerzas Armadas
y Policía Nacional en tareas de "pacificación".

Posteriormente, en 1992, el Gobierno publicó
el Reglamento de Organización y funciones de
los Comités de Autodefensa (DS. 77/DE-92, de
11-11-92).  Y finalmente, en enero de 1993, el
gobierno dispuso que "las Rondas Campesinas
adecuen su organización y funciones a las de
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3 Villa, William.  Houghton, Juan.  Violencia política
contra los pueblos indígenas en Colombia.1974-
2004.  Altovuelo Editores.  Medellín.  2005.  Pp. 11.

4 Las rondas campesinas son organizaciones sociales
autónomas que surgieron a fines de 1976 en el dis-
trito de Cuyumalca (provincia de Chota, Región
Cajamarca).  Inicialmente, los integrantes de las
rondas fueron campesinos que encontraron en esta
forma asociativa la manera de enfrentar las condi-
ciones de inseguridad en zonas rurales (abigeato,
robos), situación insuficientemente atendida por el
Estado.



los Comités de Autodefensa" (DS. 002-93-
DE/CCFFAA, del 16-01-93), quedando bajo con-
trol de las Fuerzas Armadas.

Este conjunto de decretos, dados en los tres
primeros años del gobierno de Fujimori, sentó
las bases de la relación instrumental que el
Ejecutivo (y el Estado bajo el partido en el
poder) decidió establecer con las comunida-
des y las organizaciones campesinas.

El reclutamiento forzoso de reclutas del
Ejército, históricamente, se ha realizado
entre la población indígena del campo y los
inmigrantes de barrios pobres de las ciudades.
Además de ello, el gobierno de Fujimori, ins-
titucionalizó la utilización de la población
civil, organizada de forma irregular, para rea-
lizar tareas de tipo militar contra los alzados
en armas, violando reglas básicas del derecho
humanitario.  En tal marco, se cometieron un
sinnúmero de violaciones contra los derechos
humanos.

Gobierno de transición de Valentín Paniagua
(2000-2001).  Crea la Comisión de la Verdad y
la Reconciliación, que en su Informe Final
señala claramente que la inmensa mayoría de
las setenta mil víctimas del conflicto interno
que sufrió el Perú ente 1980 y el 2000, fueron
indígenas.

Gobierno de Alejandro Toledo (2001-2006).  El
13 de febrero del 2003 el gobierno de
Alejandro Toledo disolvió la Secretaría
Técnica de Asuntos Indígenas, SETAI, único
organismo focal de la administración pública
para los pueblos indígenas, cesando en sus
funciones a su personal de servicios.

La Comisión Nacional de Pueblos Andinos,
Amazónicos y Afro Peruanos (CONAPA) y luego
el Instituto Nacional de Desarrollo de Pueblos
Andinos, Amazónicos y Afro Peruanos (INDEPA)
fracasaron en su supuesto intento de reempla-
zar a la SETAI, evidenciando que los proble-
mas que aquejan a los pueblos indígenas en el
Perú, así como sus aspiraciones a desarrollar-
se en igualdad de condiciones con los demás
ciudadanos, respetando su cosmovisión y cul-
tura, quedaron al abandono, sin un organismo
público que se encargue de atenderlos.

Gobierno de García (segundo gobierno, 2006 a
la fecha).  Se inicia con una postura muy seve-
ra contra los derechos humanos, demandando
la aplicación de la pena de muerte, que la
Constitución de 1993 admite solo en casos de
traición a la patria.

Esto no detuvo la creciente protesta.  Por ello
el Estado peruano endurece cada vez más sus
medidas.  El 22 de julio del 2007, el Poder
Ejecutivo aprobó 11 decretos legislativos que
modifican más de 50 artículos del Código
Penal y otras normas afines. 
Un rápido examen a la legislación penal
reciente nos da una idea de la magnitud en la
que el Estado peruano ha ido vulnerando su
propia Constitución y la legislación internacio-
nal para emitir normas que recortan derechos
y garantías elementales y profundizan el pro-
ceso de criminalización de la protesta social.

La imposición de la actividad minera con el
apoyo político de los gobiernos ha traído con-
sigo 3,200 comunidades afectadas y el surgi-
miento de más de 47 conflictos mensuales.
Como consecuencia de ello, las empresas
mineras y el Gobierno han iniciado procesos
judiciales a más de 740 campesinos en cator-
ce zonas mineras del Perú.

Chile: la democracia es para los otros

En Chile existen nueve pueblos indígenas.  De
acuerdo al censo oficial del 2002, la población
mayor de 14 años que se identifica como indí-
gena suma un total de 692,212 personas.

Todos estos pueblos y sus territorios fueron
sometidos a jurisdicción del Estado de Chile
tras campañas militares expansionistas a fines
del siglo XIX, procesos en donde se originan
muchas de las actuales reclamaciones por tie-
rras y derechos conculcados.

El movimiento mapuche contemporáneo en
Chile emerge a fines de los años setenta del
siglo XX, bajo dictadura.  Desde entonces ha
protagonizado grandes ciclos de movilizacio-
nes por sus derechos, poniendo en todos ellos
en cuestión la relación entre el Estado, la
sociedad chilena y los pueblos indígenas; rela-
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ción que se vio particularmente afectada con
la gran transformación neoliberal y la dicta-
dura de Augusto Pinochet.

El primer ciclo de la protesta mapuche (1978-
1989) irrumpe en reacción a la política de liqui-
dación de la propiedad comunitaria de las tie-
rras, y en el camino se transforma en un movi-
miento socio-político, emergiendo un plantea-
miento de reclamo de derechos como pueblo y
un horizonte de autonomía.  La represión a los
mapuche constituyó un recurso más de la polí-
tica de la dictadura hacia los indígenas.

En la transición chilena (1990-2007) se pueden
distinguir dos ciclos de la movilización de las
comunidades y pueblos indígenas.  Un primer
ciclo se desarrolla al inicio de la transición
democrática entre los años 1990-1994, su cús-
pide se ubica hacia 1992 y tenía por centro el
reclamo de reconocimiento de los derechos
de los pueblos indígenas en la nueva democra-
cia chilena.  Tal ciclo fue reprimido y crimina-
lizado, y la respuesta estatal fue la promulga-
ción de la Ley Indígena 19253.

En una primera etapa, en 1997, el Ejecutivo
recurrió con gran publicidad a la legislación
de Seguridad Interior del Estado (Ley 12927).
También se abrieron procesos ante la Justicia
Militar contra mapuches detenidos que resis-
ten la acción policial en manifestaciones y
desalojos.

Una nueva etapa de la escalada penal comien-
za con la puesta en marcha experimental de
la reforma procesal penal en La Araucanía
(oficialmente comenzó a regir el
16/12/2000).

El Ministerio Público y sus fiscales comienzan a
aplicar masivamente el Código Penal a las
situaciones de conflicto social, tipificando las

acciones de protesta como delitos: usurpa-
ción, desordenes, daños, hurto, robo, incen-
dio, asociación ilícita delictiva, etc.

La intensa campaña de criminalización se exa-
cerbó hacia el 2000-2002 y dio un giro, pasan-
do de alentar su penalización a promover su
"seguritización", inscribiendo la política indí-
gena dentro de la agenda neoconservadora de
seguridad.

Las querellas por la Ley Antiterrorista 18314
presentadas contra mapuches fueron 12 entre
el 2001 y el 20035. Tales querellas se acumula-
ron en cuatro procesos.  Se agregan a otras 80
causas por distintas leyes penales.

Las causas originan allanamientos, detencio-
nes y vigilancia policial.  Entre noviembre de
2001 y octubre de 2003, los mapuches proce-
sados eran 209, sólo en la región de La
Araucanía.  A ellos deben agregarse una cifra
indeterminada de otros cientos de detenidos
en manifestaciones, y otros golpeados, inte-
rrogados y maltratados en operativos, sin ser
procesados.

En la práctica, en torno a los procesos se creó
un clima con ribetes de "guerra sucia", con
intervenciones telefónicas a los defensores
penales, robos de equipos computacionales de
organizaciones indígenas, presión para el cie-
rre de programas de derechos de los pueblos
indígenas en universidades estatales y sabota-
je de vehículos de abogados.

Múltiples comunidades sufren allanamientos
policiales, en diligencias ordenadas por los fis-
cales que investigan cada caso, y se despliega
una amplia vigilancia en las zonas mapuche.

Hacia el 2003 y 2005 el conflicto social indíge-
na fue llevado, finalmente, a debate en el
campo penal, en cuatro juicios seguidos contra
mapuches por la Ley Antiterrorista 18314. 

Extractos del documento "Criminalización de
las demandas de los pueblos indígenas,

Colombia, Chile, Perú" de la Coordinadora
Andina de Organizaciones Indígenas (CAOI).

Ver texto completo en:
http://alainet.org/active/21519
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5 En democracia la ley 18.314 había sido invocada
antes solo en cuatro ocasiones.  Tres de ellas a ini-
cios de la transición, por graves hechos protagoniza-
dos por grupos armados de izquierda que cometie-
ron secuestros y asesinatos.  Otro caso, de 2001,
corresponde a un agente de inteligencia del propio
gobierno, que amenazó a la embajada de EEEU con
un atentado químico, días después del ataque a las
Torres Gemelas en Nueva York.



Desde el corazón de América del Sur, desde la
heroica Bolivia, saludamos a los pueblos indí-
genas del mundo por su lucha y resistencia.

(…) saludamos la aprobación de la Declaración
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas, que es esencial para su
supervivencia y bienestar de los mas de 370
millones de indígenas, en alrededor de 70 paí-
ses del mundo. Luego de más de veinte años
de lucha, da respuesta a nuestra demanda his-
tórica de libre determinación de los pueblos y
el reconocimiento de los mismos y los dere-
chos colectivos.

La Declaración aprobada contiene un conjun-
to de principios y normas que reconocen y
establecen en el régimen normativo interna-
cional, los derechos fundamentales de los
Pueblos Indígenas, los cuales deben ser la
base de la nueva relación entre los Pueblos
Indígenas, los Estados, las sociedades y coo-
peración en todo el mundo. Por lo tanto, ade-
más de otros instrumentos jurídicos relativos
a los derechos humanos ya existentes, la
Declaración, es la nueva base normativa y
práctica para garantizar y proteger los dere-
chos indígenas en diversos ámbitos y niveles.

Exhortamos a los países miembros de las
Naciones Unidas y alentamos a los pueblos
indígenas que den cumplimiento y práctica a
este importante instrumento de significación
histórica. Censuramos a los gobiernos que
votaron en contra de la Declaración sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas, y condena-
mos la doble moral.

(…) nos comprometemos a respaldar el histó-
rico esfuerzo liderado por el hermano Evo
Morales, Presidente de los Pueblos Indígenas
de Abya Yala, en la construcción de un nuevo
Estado plurinacional. Ante cualquier amenaza
interna o externa, estaremos vigilantes de lo
que suceda en Bolivia y pedimos a los pueblos
del planeta brinden su apoyo y solidaridad a
este proceso, que debe servir de ejemplo para
que los Pueblos, Naciones y Estados del
mundo continuemos por esta misma senda.

Por tanto, los Pueblos y Naciones Indígenas
del mundo exigimos a los Estados cumplir los
siguientes mandatos:

1 Construir un mundo basado en la Cultura
de la Vida, en la identidad, filosofía, cos-
movisión y espiritualidad milenaria de los
pueblos indígenas originarios, aplicando los
conocimientos y saberes ancestrales, con-
solidando procesos de intercambio y her-
mandad entre las naciones y respetando la
autodeterminación.

2 Asumir decisiones nacionales e internacio-
nales para salvar a la Madre Naturaleza de
los desastres que está provocando el capi-
talismo en su decadencia, que se manifies-
ta en el calentamiento global y la crisis
ecológica; reafirmando que la cultura indí-
gena originaria es la única alternativa para
salvar nuestro planeta tierra.

3 Sustituir los actuales modelos de desarrollo
basados en el capitalismo, en la mercan-
cía, en la explotación irracional de la
humanidad y los recursos naturales, en el
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derroche de energía y en el consumismo,
por modelos que coloquen a la vida, a la
complementariedad, a la reciprocidad, al
respeto de la diversidad cultural y el uso
sustentable de los recursos naturales como
las principales prioridades.

4 Aplicar políticas nacionales sobre
Soberanía Alimentaria como base principal
de la Soberanía Nacional, en la cual la
comunidad garantiza tanto el respeto a su
propia cultura como espacios y modos pro-
pios de producción, distribución y consumo
en equilibrio con la naturaleza de alimen-
tos sanos y limpios de contaminación para
toda la población, eliminando el hambre,
porque la alimentación es un derecho para
la vida.

5 Repudiar los planes y proyectos de la gene-
ración de energía como el biocombustible,
que destruyen y niegan el alimento a los
pueblos. Asimismo condenamos la utiliza-
ción de semillas transgénicas porque acaba
con nuestras semillas milenarias y nos obli-
ga a depender de la agroindustria.

6 Valorar y revalorizar el papel de la mujer
indígena originaria como vanguardia de las
luchas emancipatorias de nuestros pueblos
bajo principios de dualidad, igualdad y
equidad de la relación mujer hombre.

7 Asumir la Cultura de la Paz y la Vida como
guía para resolver los problemas y conflic-
tos del mundo, renunciando a la carrera
armamentista, e iniciar el desarme para
garantizar la preservación de la vida del
planeta.

8 Asumir transformaciones legales justas
necesarias para construir sistemas y
medios de comunicación e información que
estén basados en nuestra cosmovisión,
espiritualidad y filosofía comunal, en la
sabiduría de nuestros antepasados.
Garantizar el reconocimiento al derecho a
la comunicación e información de los pue-
blos indígenas.

9 Garantizar el respeto y derecho a la vida,
a la salud y la educación intercultural bilin-

güe, construyendo políticas en beneficio
de los pueblos y naciones indígenas origi-
narias.

10 Declarar como derechos humanos el agua,
por ser un elemento vital y un bien social
de la humanidad, que no debe ser objeto
de lucro. Asimismo, impulsar el uso de
energías alternativas que no amenacen la
vida del planeta, garantizando de esta
manera el acceso a todos los servicios bási-
cos.

11 Resolver de manera corresponsable las
causas de la migración entre países, asu-
miendo políticas de libre circulación de
personas para garantizar un mundo sin
fronteras donde no exista discriminación,
marginación y exclusión.

12 Descolonizar las Naciones Unidas, y trasla-
dar su sede a un territorio que dignifique y
exprese las justas aspiraciones de los
Pueblos, Naciones y Estados del mundo.

13 No criminalizar las luchas de los pueblos
indígenas, ni satanizar o acusarnos de
terroristas, cuando los pueblos reclama-
mos nuestros derechos y planteamientos
de cómo salvar la vida y la humanidad.

14 Liberar de manera inmediata a líderes y
liderezas indígenas encarcelados en las
diferentes partes del mundo; principal-
mente a Leonard Peltier en Estados Unidos.

Desde nuestras familias, hogares, comunida-
des, pueblos, estando o no estando en el
gobierno de nuestros países, nosotros mismos
decidimos y encaminamos nuestros destinos,
nosotros mismos asumimos la voluntad y res-
ponsabilidad del Vivir Bien que nos han lega-
do nuestros ancestros, para irradiar desde lo
más sencillo y simple a lo más grande y com-
plejo, para construir de manera horizontal y
entre todas, todos y el todo, la cultura de la
paciencia, la cultura del diálogo y fundamen-
talmente la Cultura de la Vida.

Chimoré, Cochabamba - Bolivia, 
12 de octubre del 2007
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